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Ortiz Flores, Juez Ponente 
 

SENTENCIA  
 

 En San Juan, Puerto Rico, a 8 de abril de 2021. 

Comparecen los demandados-peticionarios, Universidad de Puerto 

Rico (UPR), las señoras Myrna Y. Zabala Carrión (Sra. Zabala) y Carmen 

E. Acevedo Betancourt (Sra. Acevedo), mediante un recurso discrecional 

de certiorari.  Solicitan la revocación de la Resolución emitida el 29 de 

mayo de 2019, notificada al día siguiente, por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala de San Juan (TPI). En el dictamen recurrido, el foro 

impugnado declaró No Ha Lugar las tres solicitudes de sentencia sumaria 

instadas por los comparecientes. En consecuencia, ordenó la 

continuación de los procedimientos, encaminados a la celebración del 

juicio en su fondo.  

Evaluados los asuntos presentados, determinamos expedir el 

recurso solicitado, modificar la Resolución impugnada y, así modificada, 

confirmar. A continuación, reseñamos los eventos procesales relevantes, 

seguidos del marco doctrinal aplicable. 

I 

El caso de epígrafe se inicia el 20 de mayo de 2013, ocasión en 

que el señor Roberto Morales Cabán (Sr. Morales) y la señora Natalia 

Ramos Malavé (Sra. Ramos), casados entre sí y denominados en 

conjunto como demandantes-recurridos, instaron una Demanda sobre 
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daños y perjuicios contra los demandados-peticionarios, entre otras 

partes.1 En esencia, alegaron ser empleados de la estación Radio 

Universidad de la UPR y objeto de un patrón de acoso en el empleo, 

imputado a la Sra. Zabala y la Sra. Acevedo. Adujeron que la UPR era 

responsable por hacer caso omiso a sus reclamos y tolerar la conducta 

denunciada mediante varias querellas. Según lo alegado por los 

demandantes-recurridos, las acciones y omisiones del aducido acoso 

laboral presuntamente se extendieron durante varios años, desde la 

huelga de estudiantes de 2010 hasta la salida de la Sra. Acevedo en 

agosto de 2013 y la de la Sra. Zabala en enero de 2014. Al amparo de los 

Artículos 1802 y 1803 del Código Civil de 1930, infra, solicitaron una 

retribución total de un millón de dólares por daños continuados.  

Luego de un sinnúmero de trámites procesales, que no es 

necesario pormenorizar, y un amplio descubrimiento de prueba,2 el 22 de 

junio de 2017, los demandados-peticionarios presentaron una Relación 

conjunta de hechos que no están en controversia en la que consignaron 

143 hechos incontrovertidos, apoyados con evidencia documental y las 

declaraciones que el Sr. Morales y la Sra. Ramos ofrecieron en sus 

respectivas deposiciones.3 El documento colectivo fue seguido de la 

presentación individual de sendas solicitudes de sentencia sumaria de la 

UPR,4 la Sra. Zabala5 y la Sra. Acevedo.6 En apretada síntesis, los 

demandados-peticionarios solicitaron la desestimación de la reclamación 

civil, basados en que no existía una causa de acoso laboral y que las 

reclamaciones en su contra eran una letanía débil, confusa e imprecisa, 

que describía los hechos de forma parcializada. Añadieron que los 

asuntos consignados versaban sobre la competencia universitaria y 

 
1 Véase Segunda Demanda Enmendada en el Apéndice, págs. 47-75. La reclamación 
original incluyó al señor Elíseo Colón Zayas y a la señora Ana Guadalupe Quiñones, 
pero el TPI declaró Ha Lugar sus respectivas solicitudes de sentencia sumaria y 
desestimó la causa contra estos. Refiérase a la Sentencia Sumaria Parcial en el 
Apéndice, págs. 2922-2946. 
2 Los demandantes-recurridos apuntan a que el descubrimiento de prueba, a través de la 
deposición de la Sra. Ramos, que se extendió por nueve sesiones, no se culminó. Véase 
págs. 2-3 de su escrito en cumplimiento.  
3 Apéndice, págs. 76-108, con Anejos a las págs. 109-2556. 
4 Apéndice, págs. 2557-2580. 
5 Apéndice, págs. 2581-2602. 
6 Apéndice, págs. 2603-2623. 
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cuestiones laborales que no incidían sobre la intimidad ni la vida familiar 

de los demandantes-recurridos. En cuanto a la Sra. Zabala, se indicó que 

la reclamación prescribió y la funcionaria estaba cobijada por la 

inmunidad condicionada. En relación con la Sra. Acevedo, se alegó que la 

conducta imputada, aun tomada como cierta, no vulneró los derechos 

constitucionales de los demandantes-recurridos, pues se trataba de un 

choque de personalidades.  

Por su parte, los demandantes-recurridos instaron una Oposición a 

relación conjunta de hechos materiales que no están en controversia, en 

la que objetaron alrededor de una treintena de los hechos incontrovertidos 

propuestos.7 A su vez, se opusieron a los petitorios de resolución 

sumaria.8 Adujeron que lograron derrotar la inexistencia de controversia 

de hechos esenciales al brindar un contexto y una versión muy distinta a 

la provista por los demandados-peticionarios. Distinguieron que no era lo 

mismo un hecho aislado de diferencias personales a la presencia de un 

patrón de actuaciones impropias, irrespetuosas, hostiles que superaban 

las meras discrepancias y lesionaban la dignidad del ser humano. 

Negaron la prescripción de su causa por tratarse de daños continuados, 

así como que la inmunidad condicional excluía acciones que constituían 

las violaciones de preceptos constitucionales. Reconocen la ausencia de 

una causa per se de acoso laboral. No obstante, los demandantes-

recurridos alegaron que tienen a su favor el derecho a reclamar las 

alegadas afrentas contra su dignidad e integridad en un entorno 

intimidatorio, humillante u ofensivo, independientemente que la conducta 

se haya manifestado en el escenario laboral. 

Trabada la controversia, el 30 de mayo de 2019, el TPI notificó la 

Resolución aquí recurrida.9 En su dictamen, el TPI rechazó que la causa 

 
7 Apéndice, págs. 2624-2709, con Anejos a las págs. 2710-2873. Los demandantes-
recurridos encontraron como hechos en controversia los acápites 18, 20-21, 27, 29-30, 
32-33, 39-40, 47, 55-56, 58-59, 71-76, 80, 84-85, 100, 103, 105, 123 y 130. 
8 Oposición a UPR, Apéndice, págs. 2874-2883; Oposición a la Sra. Zabala, Apéndice, 
págs. 2884-2894; Oposición a la Sra. Acevedo, págs. 2895-2903. Además, los 
demandados-peticionarios presentaron dos Réplicas, Apéndice, págs. 2904-2905 y 
2906-2913. Los demandantes-recurridos instaron Dúplica, Apéndice, págs. 2914-2921. 
9 Apéndice, págs. 1-35. 
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estuviera prescrita y la aplicabilidad de la doctrina de inmunidad 

condicionada. Asimismo, acogió como probados 147 determinaciones 

fácticas. No obstante, rechazó dar paso a las solicitudes de sentencia 

sumaria de la UPR, la Sra. Zabala y la Sra. Acevedo, al entender la 

existencia de controversias medulares, que debían ser dirimidas en un 

juicio.  

Inconformes con lo resuelto por el TPI, el 1 de julio de 2019, los 

demandados-peticionarios recurrieron ante este Tribunal de Apelaciones 

y señalaron la comisión de los siguientes errores:  

ERRÓ MANIFIESTAMENTE EL TPI AL CONCLUIR QUE 
LOS HECHOS INCONTROVERTIDOS PODRÍAN 
CONSTITUIR VIOLACIÓN A LA DIGNIDAD DEL SER 
HUMANO Y/O INTIMIDAD.  
 
ERRÓ MANIFIESTAMENTE EL TPI AL CONCLUIR 
QUE EXISTEN CONTROVERSIAS DE HECHOS QUE 
AMERITAN SER DILUCIDADOS EN UNA VISTA EN SU 
FONDO.  
 
ERRÓ MANIFIESTAMENTE EL TPI AL CONCLUIR QUE 
NO PROCEDE LA DESESTIMACIÓN DE LA DEMANDA 
CONTRA ZABALA BAJO LA DEFENSA DE 
PRESCRIPCIÓN.  
 
ERRÓ MANIFIESTAMENTE EL TPI AL CONCLUIR QUE 
NO PROCEDE LA DESESTIMACIÓN DE LA DEMANDA 
CONTRA ZABALA EN SU CARÁCTER PERSONAL BAJO 
LA DEFENSA DE INMUNIDAD CONDICIONADA.   

 
El 2 de agosto de 2019, los demandantes-recurridos presentaron 

su postura, por lo que, con el beneficio de ambas comparecencias, 

resolvemos. 

II 

A. El auto de certiorari 

El recurso de certiorari es un remedio procesal discrecional “que 

permite al tribunal de mayor jerarquía revisar las determinaciones de un 

tribunal inferior.” Medina Nazario v. McNeil Healthcare LLC, 194 DPR 723, 

728 (2016). El auto de certiorari se utiliza “para revisar tanto errores de 

derecho procesal como sustantivo.” Pueblo v. Colón Mendoza, 149 DPR 

630, 637. El ordenamiento procesal civil regula la expedición de los autos 
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de certiorari mediante la Regla 52.1 de Procedimiento Civil de 2009, 32 

LPRA Ap. V, R.52.1, que dispone, en su parte pertinente, como sigue:  

El recurso de certiorari para revisar resoluciones u 
órdenes interlocutorias dictadas por el Tribunal de 
Primera Instancia, solamente será expedido por el 
Tribunal de Apelaciones cuando se recurra de una 
resolución u orden bajo las Reglas 56 y 57 o de la 
denegatoria de una moción de carácter dispositivo. 
(Énfasis nuestro.) 

 
Es norma establecida que el asunto que se nos plantee en el auto 

de certiorari debe tener cabida bajo alguna de las materias reconocidas 

en la Regla 52.1 de Procedimiento Civil, supra, toda vez que esta regla 

enumera taxativamente bajo qué materias, solamente, se podrá expedir el 

auto de certiorari. Por consiguiente, debemos realizar un análisis dual 

para determinar si se expide o no un recurso de certiorari. Este examen 

consta de una primera parte objetiva y una segunda parte subjetiva. 

En primer lugar, debemos determinar si la materia contenida en el 

recurso de certiorari tiene cabida dentro de una de las materias 

específicas establecidas en la Regla 52.1 de Procedimiento Civil, supra. 

En segundo lugar, debemos analizar si procede la evaluación del recurso 

bajo la Regla 40 del Reglamento de Tribunal de Apelaciones que nos 

concede discreción para autorizar la expedición y adjudicación en los 

méritos del auto de certiorari. A esos fines, la Regla 40 del Reglamento 

del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40, establece los 

criterios que debemos tomar en consideración para determinar si 

expedimos o no un auto de certiorari, como sigue:  

(A) Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 
diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho. 
 
(B) Si la situación de hechos planteada es la más indicada 
para el análisis del problema. 
 
(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal de 
Primera Instancia. 
 
(D) Si el asunto planteado exige consideración más detenida 
a la luz de los autos originales, los cuales deberán ser 
elevados, o de alegatos más elaborados. 
 
(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 
caso es la más propicia para su consideración. 
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(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
no causa un fraccionamiento indebido del pleito y una 
dilación indeseable en la solución final del litigio. 
 
(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
evita un fracaso de la justicia. (Énfasis nuestro.) 
  
De acuerdo con lo dispuesto en la Regla 40, supra, se evalúa 

“tanto la corrección de la decisión recurrida[,] así como la etapa del 

procedimiento en que es presentada; esto, para determinar si es la más 

apropiada para intervenir y no ocasionar un fraccionamiento indebido o 

una dilación injustificada del litigio.” Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 

175 DPR 83, 97 (2008). Recordemos que la discreción judicial “no se da 

en un vacío ni en ausencia de otros parámetros”,10 sino que, como 

Tribunal revisor, nos ceñirnos a los criterios antes señalados.  

B. La sentencia sumaria y la revisión judicial 

En nuestro ordenamiento jurídico el mecanismo de sentencia 

sumaria se rige por la Regla 36 de Procedimiento Civil de 2009, 32 LPRA 

Ap. V, R. 36. En síntesis, la norma procesal dispone que para poder 

adjudicar en los méritos una moción de sentencia sumaria lo que se 

requiere es que se presente “una moción fundada en declaraciones 

juradas o en aquella evidencia que demuestre la inexistencia de una 

controversia sustancial de hechos esenciales y pertinentes, para que el 

tribunal dicte sentencia sumariamente” ya sea sobre la totalidad de la 

reclamación o parte de esta. (Énfasis nuestro.) 

El mecanismo procesal de la sentencia sumaria es un remedio de 

carácter extraordinario y discrecional. Sucn. Maldonado v. Sucn. 

Maldonado, 166 DPR 154, 184 (2005). Tiene como finalidad “propiciar la 

solución justa, rápida y económica de litigios civiles que no contengan 

controversias genuinas de hechos materiales.” Const. José Carro v. Mun. 

Dorado, 186 DPR 113, 128 (2012). Sin embargo, hay que aclarar que 

aligerar la tramitación de un caso no puede soslayar el principio 

fundamental de alcanzar una solución justa. García Rivera et. al. v. 

 
10 IG Builders v. BBVAPR, 185 DPR 307, 338 (2012) que cita a Rivera Figueroa v. Joe’s 
European Shop, 183 DPR 580, 596 (2011).  
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Enríquez, 153 DPR 323, 337-338 (2001); Cuadrado Lugo v. Santiago 

Rodríguez, 126 DPR 272, 279 (1990). Por ser la sentencia sumaria un 

remedio de carácter discrecional, “[e]l sabio discernimiento es el principio 

rector para su uso porque, mal utilizada, puede prestarse para despojar a 

un litigante de ‘su día en corte”, principio elemental del debido proceso de 

ley”.  (Énfasis nuestro y citas omitidas.)  Mgmt. Adm. Servs. Corp. v. 

E.L.A., 152 DPR 599, 611 (2000).  

Quien promueve la sentencia sumaria “debe demostrar que no 

existe controversia sustancial o real en cuanto a algún hecho 

material, es decir, en cuanto a ningún componente de la causa de 

acción.” Meléndez González v. M. Cuebas, 193 DPR 100, 110 (2015). Se 

ha definido que “[u]n hecho material es aquel que puede afectar el 

resultado de la reclamación de acuerdo con el derecho sustantivo 

aplicable.” Ramos Pérez v. Univisión, 178 DPR 200, 213 (2010). Por otra 

parte, quien se opone a una sentencia sumaria “debe presentar, como 

regla general, contradeclaraciones juradas y contradocumentos” que 

contradigan los hechos incontrovertidos presentados por parte del 

promovente. Rivera et al. v. Superior Pkg., Inc. et al., 132 DPR 115,133 

(1992). Por lo cual, viene obligado a contestar de forma detallada la 

solicitud de sentencia sumaria. Siendo esto así, sólo procede que se dicte 

la sentencia sumaria “cuando surge de manera clara que, ante los 

hechos materiales no controvertidos, el promovido no puede 

prevalecer ante el Derecho aplicable y el Tribunal cuenta con la 

verdad de todos los hechos necesarios para poder resolver la 

controversia.” (Énfasis nuestro.) Meléndez González v. M. Cuebas, 

supra, págs. 109-110 que cita a Const. José Carro v. Mun. Dorado, supra, 

pág. 129. De haber alguna duda acerca de la existencia de una 

controversia sobre los hechos medulares y sustanciales del caso 

deberá resolverse contra la parte que solicita la moción, haciendo 

necesaria la celebración de un juicio. Rivera et al. v. Superior Pkg., Inc. 

et al, supra.  
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Se ha pautado que “[l]os jueces no están constreñidos por los 

hechos o documentos evidenciarios que se aduzcan en la solicitud de 

sentencia sumaria” y que “[d]eben considerar todos los documentos en 

autos, sean o no parte de la solicitud, de los cuales surjan admisiones que 

hagan las partes.” Vera v. Dr. Bravo, 161 DPR 308, 333 (2004). Sin 

embargo, ante un proceso de sentencia sumaria el tribunal está 

impedido de dirimir cuestiones de credibilidad en disputa. Id. El 

Tribunal Supremo ha opinado también que es desaconsejable utilizar la 

moción de sentencia sumaria en casos en donde existe controversia 

sobre elementos subjetivos, de intención, propósitos mentales o 

negligencia. Ramos Pérez v. Univisión, 178 DPR 200, 219 (2010), que 

cita con aprobación a Soto v. Hotel Caribe Hilton, 137 DPR 294 (1994). 

Al dictar una sentencia sumaria el Tribunal deberá realizar un 

análisis dual el cual consiste en: (1) analizar los documentos que 

acompañan la solicitud de sentencia sumaria y los que se incluyen con la 

moción en oposición, así como aquellos que obren en el expediente del 

tribunal; y (2) determinar si el oponente de la moción controvirtió 

algún hecho material y esencial, o si hay alegaciones de la demanda 

que no han sido controvertidas o refutadas en forma alguna por los 

documentos. Vera v. Dr. Bravo, supra, pág. 333. Según se ha establecido 

jurisprudencialmente el este Tribunal de Apelaciones se encuentra en la 

misma posición que el Tribunal de Primera Instancia al determinar si 

procede una sentencia sumaria. Sin embargo, al revisar la 

determinación de primera instancia, el foro de apelaciones está 

limitado de dos maneras:  

1. sólo puede considerar los documentos que se 

presentaron ante el foro de primera instancia; y 

  
2. el tribunal apelativo sólo puede determinar si existe 

o no alguna controversia genuina de hechos 

materiales y esenciales, y si el derecho se aplicó de 

forma correcta. No puede adjudicar los hechos 

materiales esenciales en disputa. (Énfasis nuestro.) 

Vera v. Dr. Bravo, supra, págs. 334-335. 
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El deber de adjudicar hechos materiales y esenciales es una 

tarea que le compete al Tribunal de Primera Instancia y no al foro 

revisor debido a que está impedido de hacerlo. Por consiguiente, el 

Tribunal Supremo de Puerto Rico, en Meléndez González et al. v. M. 

Cuebas, supra, estableció el estándar que debemos utilizar como tribunal 

revisor al momento de evaluar determinaciones sumarias del foro 

primario. En lo pertinente, dispuso que “[l]a revisión del Tribunal de 

Apelaciones es una de novo y debe examinar el expediente de la 

manera más favorable a favor de la parte que se opuso a la Moción 

de Sentencia Sumaria en el foro primario”. (Énfasis nuestro.) Meléndez 

González et al. v. M. Cuebas, supra, pág. 118. Además, reiteró que por 

estar en la misma posición que el foro primario, debemos revisar que 

tanto la moción de sentencia sumaria como su oposición cumplan con 

los requisitos de forma recopilados en la Regla 36 de Procedimiento 

Civil. Id., que cita a Zapata Berrios v. J.F. Montalvo, 189 DPR 414, 433 

(2013). 

Luego que culminemos nuestra revisión del expediente, de 

encontrar que en realidad existen hechos materiales y esenciales en 

controversia, debemos tener en cuenta que el foro apelativo intermedio 

tiene que cumplir con la exigencia de la Regla 36.4 de Procedimiento 

Civil, supra, y debe exponer concretamente cuáles hechos materiales 

encontró que están controvertidos y cuáles no están en 

controversia. Esta determinación puede hacerse en la sentencia que 

disponga del caso y puede hacer referencia al listado de hechos 

incontrovertidos que emitió el foro primario en su dictamen. Id.  Por el 

contrario, de resultar que los hechos materiales y esenciales realmente 

están incontrovertidos, entonces nos corresponde revisar de novo si el 

TPI aplicó correctamente el derecho a los mismos. Id., pág. 119. 

La sentencia sumaria sólo debe dictarse en casos claros. Por 

tanto, cuando no existe una clara certeza sobre todos los hechos 

materiales en la controversia, no procede una sentencia sumaria.   
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C. Responsabilidad por daños y perjuicios  

Al tiempo de los hechos pertinentes, la Asamblea Legislativa de 

Puerto Rico no había reconocido en nuestra jurisdicción una causa de 

acción por acoso laboral,11 sino que tales acciones se enmarcaban a la 

luz del Artículo 1802 del Código Civil de 1930, hoy derogado, con el 

propósito de reclamar el resarcimiento por violaciones a la 

inviolabilidad de la dignidad del ser humano, al derecho de 

intimidad, vida privada o familiar, y a la integridad personal, 

consagrados en la Constitución de Puerto Rico. Const. P.R., Art. II, 

Secs. 1, 8, 16, Tomo 1; Soc. de Gananciales v. Royal Bank de P.R., 145 

DPR 178, 191-192 (1998).12  

El Artículo 1802 del Código Civil de 1930 establecía que “[e]l que 

por acción u omisión causa daño a otro, interviniendo culpa o 

negligencia, está obligado a reparar el daño causado […]”. (Énfasis 

nuestro.) 31 LPRA sec. 5141. Es norma firmemente asentada que, para 

que exista responsabilidad bajo este precepto, es necesario la 

concurrencia de los siguientes criterios: (1) que ocurra un daño; (2) que 

haya una acción u omisión culposa o negligente; y (3) que exista una 

relación causal entre el daño y la conducta culposa o negligente. 

Hernández Vélez v. Televicentro, 168 DPR 803, 830 (2006); Valle v. 

E.L.A., 157 DPR 1, 14 (2002); Montalvo v. Cruz, 144 DPR 748, 755 

(1998); Elba A.B.M. v. U.P.R., 125 DPR 294, 310 (1990). Sobre el último 

elemento, en nuestra jurisdicción, opera la teoría de la causalidad 

adecuada, disponiendo que no es causa toda condición sin la cual no se 

hubiera producido el resultado, sino la que ordinariamente lo produce 

 
11 El 7 de agosto de 2020 se aprobó la Ley para prohibir y prevenir el Acoso Laboral en 
Puerto Rico, Ley Núm. 90-2020, 29 LPRA sec. 3111 et seq. En su Artículo 4, se define 
acoso laboral como “aquella conducta malintencionada, no deseada, repetitiva y abusiva; 
arbitraria, irrazonable y/o caprichosa; verbal, escrita y/o física; de  forma reiterada por 
parte del patrono, sus agentes, supervisores o empleados, ajena a los legítimos 
intereses de la empresa del patrono, no deseada por la persona, que atenta contra sus 
derechos constitucionales protegidos, tales como: la inviolabilidad de la dignidad de la 
persona, la protección contra ataques abusivos a su honra, su reputación y su vida 
privada o familiar, y la protección del trabajador contra riesgos para su salud o integridad 
personal en su trabajo o empleo. Esta conducta de acoso laboral crea un entorno de 
trabajo intimidante, humillante, hostil u ofensivo, no apto para que la persona razonable 
pueda ejecutar sus funciones o tareas de forma normal.” 29 LPRA sec. 3114 (3).  
12 Véanse, además, Arroyo v. Rattan Specialties, Inc.,117 DPR 35 (1986); Rivera v. 
Security Nat. Life Ins. Co., 106 DPR 517 (1977). 
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según la experiencia general. Colón Santos v. Coop. Seg. Mult. P.R., 173 

DPR 170, 186 (2008). Además, el reclamante debe probar cada uno de 

los elementos de su causa de acción mediante preponderancia de la 

prueba. Santiago Nieves v. Braulio Agosto Motors, 197 DPR 369, 386 

(2017); Rodríguez Crespo v. Hernández, 121 DPR 639, 649-650 (1988). 

De su parte, el Artículo 1803 del Código Civil de 1930 dispone que 

“la obligación que impone [el Artículo 1802, supra] es exigible, no sólo por 

los actos u omisiones propios, sino que por los de aquellas personas de 

quienes se debe responder”. 31 LPRA sec. 5142. Para que proceda esta 

obligación tiene que existir un nexo jurídico previo entre el causante del 

daño y el que está obligado a repararlo. García v. E.L.A., 163 DPR 800, 

811 (2005). De esa manera, la referida disposición estatuía la doctrina de 

responsabilidad vicaria. A esos efectos, el Artículo 1803, supra, 

responsabilizaba al patrono por los perjuicios causados por sus 

empleados en ocasión de sus funciones, siendo responsable, 

además, en ese concepto, en las mismas circunstancias y 

condiciones en que sería responsable un ciudadano particular. Id.; 

Valle v. E.L.A., supra, pág. 15. Ahora, la responsabilidad de que trata 

este artículo cesa cuando la persona prueba que empleó toda la 

diligencia para prevenir el daño. 31 LPRA sec. 5142.  

En cuanto al daño resarcible, la doctrina ha definido el daño como 

“todo menoscabo material o moral causado contraviniendo una norma 

jurídica, que sufre una persona y del cual haya de responder otra”. 

(Énfasis nuestro.) Sagardía de Jesús v. Hosp. Aux. Mutuo, 177 DPR 484, 

505 (2009), que cita a J. Santos Briz, Tratado de Derecho Civil, 

Barcelona, Ed. Bosch, 2003, T. III, pág. 457. Mientras que el daño 

patrimonial consiste en un menoscabo monetario sobre el patrimonio del 

perjudicado, el daño moral afecta “las creencias, los sentimientos, la 

dignidad, la estima social o la salud física o psíquica del perjudicado”. Id., 

pág. 506. Claro está, para que proceda una reclamación por daño 

moral es imprescindible probar sufrimientos y angustias morales 
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profundas, pues es insuficiente una pena pasajera como base de la 

acción. Hernández v. Fournier, 80 DPR 93, 103 (1957). Por cuanto, el 

Tribunal Supremo ha reiterado que el reclamante debe proveer 

evidencia que sustente que realmente quedó afectado en su salud, 

bienestar y felicidad. Rivera v. S.L.G. Díaz, 165 DPR 408, 432 (2005); 

Moa v. E.L.A., 100 DPR 573, 587 (1972); Ramos Rivera v. E.L.A., 90 DPR 

828, 831 (1964). 

Por último, la reclamación por daños y perjuicios estaba sujeta al 

término prescriptivo estatuido en el Artículo 1868 del Código Civil de 

1930, supra, el cual disponía que “[p]rescriben por el transcurso de un 

(1) año: […] las obligaciones derivadas de la culpa o negligencia de 

que se trata en el [Artículo 1802, supra] desde que lo supo el agraviado”. 

31 LPRA sec. 5298. Por lo tanto, las acciones por daños y perjuicios 

poseen una vida limitada y se extinguen una vez ha transcurrido el plazo 

estatuido, a menos que se interrumpan eficazmente. Fraguada Bonilla v. 

Hosp. Aux. Mutuo, 186 DPR 365, 374 (2012).  

D. Daño continuado 

En lo atinente a las alegaciones en el caso de autos, la doctrina 

describe los daños continuados como sigue: 

Aquellos producidos por uno o más actos culposos o 
negligentes imputables al actor, coetáneos o no, que 
resultan en consecuencias lesivas ininterrumpidas, 
sostenidas, duraderas sin interrupción, unidas entre sí, las 
cuales al ser conocidas hacen que también se conozca –por 
ser previsible– el carácter continuado e ininterrumpido de 
sus efectos, convirtiéndose en ese momento en un daño 
cierto compuesto por elementos de daño actual (aquel que 
ya ha acaecido), y de daño futuro previsible y por tanto 
cierto. H. Brau del Toro, Los daños y perjuicios 
extracontractuales en Puerto Rico, 2da ed., San Juan, 
Publicaciones JTS, 1986, V. II, pág. 648. (Énfasis nuestro.) 
 
Así, el daño continuado se caracteriza por: (1) nacer de uno o 

varios actos culposos o negligentes que son imputables al mismo 

actor o actores; (2) manifestarse ininterrumpidamente; y (3) en 

conjunto, conformar un proceso perjudicial progresivo de carácter 

unitario. Velázquez Ortiz v. Mun. de Humacao, 197 DPR 656, 665-666 

(2017). Al derivarse de un acto culposo unitario e ininterrumpido, se 
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puede prever su continuidad. Cacho González v. Santarrosa, 203 DPR 

215, 222 (2019).  En Rivera Ruiz et al. v. Mun. de Ponce et al., 196 DPR 

410 (2016), nuestro Alto Foto enunció que, en este escenario, lo que en 

realidad es continuo es el acto u omisión que produce el daño y no, 

necesariamente, la lesión sufrida. Id., pág. 417. Es decir, se debe 

observar la conducta del actor que produce el daño por acción u 

omisión, no el efecto acumulativo. Véase Cacho González v. Santarrosa, 

supra, pág. 223.  

En lo que compete, añadió nuestro Alto Foro: 

Los casos de estorbos, violencia doméstica y ambiente 
hostil en el empleo tienen particularidades que nos 
convencieron de la necesidad de darles un trato 
distinto. Por un lado, en los casos de estorbos, o casos 
similares, hay actos u omisiones que se mantienen 
constantes, y el problema no se puede resolver sin la 
intervención activa de la parte culposa o negligente. En los 
casos de violencia doméstica y ambiente hostil, también 
la parte negligente o culposa mantiene una condición de 
maltrato u hostilidad en el empleo que no cesa hasta 
que esa parte toma acciones positivas para remediarlas 
o hasta que la parte afectada rompe con el ciclo de 
maltrato o escapa del ambiente hostil. (Énfasis nuestro.) 
Id., pág. 227. 
 
Nuestro Tribunal Supremo afirmó que el término prescriptivo de 

una reclamación por daños continuados comienza a transcurrir con 

el resultado definitivo o el último acto u omisión torticeros. Cacho 

González v. Santarrosa, supra, pág. 222. Esto es así, pues la conducta 

que produce el daño continuado configura “una sola causa de acción 

que incluye todas las consecuencias lesivas ocasionadas por los 

actos culposos o negligentes”. (Énfasis nuestro.) Id.; Rivera Ruiz et al. 

v. Mun. de Ponce et al., supra, 417.  

III 

En la presente causa, los demandados-peticionarios alegan que el 

TPI se equivocó al negarse a desestimar sumariamente la reclamación en 

su contra. Específicamente, aducen que los hechos alegados no 

constituyen una transgresión a la intimidad, dignidad o integridad de los 

demandantes-recurridos ni ameritan la celebración de un juicio. Además, 

en cuanto a la causa de acción en contra de la Sra. Zabala, arguyen que 
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a esta la cobija la inmunidad condicionada y que la reclamación está 

prescrita. Así, los demandados-peticionarios solicitan que se expida el 

auto de certiorari y se revoque la Resolución que determinó no dar paso a 

las mociones de sentencia sumaria instadas por estos.  

El presente recurso supera el primer análisis, bajo lo dispuesto en 

la Regla 52.1, supra, pues se recurre de una denegatoria de una moción 

de carácter dispositivo. Al realizar el segundo examen, entendemos que 

es apropiado ejercer nuestra discreción de conformidad con la Regla 40 

del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, supra, e intervenir en esta 

etapa de los procedimientos para delimitar las controversias que 

requerirán dirimirse en la vista evidenciaria. Veamos. 

Como cuestión de umbral, atendemos con preeminencia la 

contención de los demandados-peticionarios acerca de la prescripción de 

la Demanda en contra de la Sra. Zabala y su inmunidad condicionada. 

Conforme lo reseñado, las alegaciones de los demandantes-recurridos 

están dirigidas a señalar un cúmulo de supuestas acciones torticeras y 

omisiones negligentes por parte de los demandados-peticionarios, el cual 

se extendió por un determinado periodo de tiempo.  

En particular, la Sra. Zabala fue demandada en su carácter oficial, 

por sus funciones duales como Coordinadora General de la Unidad de 

Radio, Cine y Televisión de la Escuela de Comunicaciones y como 

Directora del Departamento de Noticias de Radio Universidad. La Sra. 

Zabala era supervisora de los demandantes-recurridos y, además, la Sra. 

Acevedo respondía ante ella. En esencia, los demandantes-recurridos 

alegaron que no fue hasta la salida de la Sra. Zabala de Radio 

Universidad en enero de 2014 que cesó su participación en el alegado 

patrón de ambiente hostil que presuntamente toleró.  

Del mismo modo, la Sra. Zabala fue demandada en su carácter 

personal. Como es sabido, la doctrina de inmunidad condicionada protege 

a los funcionarios contra reclamaciones de daños en su carácter personal, 

basado en el supuesto de haber ejercido, de forma razonable y de buena 



 
 
 
KLCE201900875    

 

15 

fe, las funciones oficiales que contienen elementos discrecionales. De 

Paz Lisk v. Aponte Roque, 124 DPR 472, 495 (1989). En ese sentido, el 

propósito de la doctrina apunta a que estos funcionarios “actúen con 

libertad y tomen decisiones sin sentir presiones y amenazas contra sus 

patrimonios.” Id. Empero, aquellas actuaciones dolosas, fraudulentas, 

maliciosas o delictivas se exceptúan de la protección. In re Colton 

Fontán, 128 DPR 1, 8 (1991). En este caso, los demandantes-recurridos 

señalan a la Sra. Zabala como la alegada autora directa de actos 

tendentes a generar un ambiente hostil laboral, que vulneró su dignidad. 

En específico, se adujo un patrón de ofensas, ostracismo, intimidación, 

maltrato, uso de epítetos y vejaciones en contra de los demandantes-

recurridos. Estas imputaciones no están contempladas dentro del manto 

de inmunidad condicional.  

Como establece la doctrina, el daño continuado comprende una 

sola causa de acción. Por ello, el término prescriptivo comienza a cursar 

cuando se produce el resultado definitivo o el último acto culposo u 

omisión negligente. En este caso, la Demanda se presentó el 20 de 

mayo de 2013. Es decir, en fecha anterior a la consecución del daño 

continuado alegado. Consiguientemente, al evaluar las mociones 

promoventes y sus oposiciones de la manera más favorable a la parte 

que se opuso, “llevando a cabo todas las inferencias permisibles” a favor 

de los demandantes-recurridos, concluimos que no procede el dictamen 

abreviado y la reclamación no está prescrita por haberse alegado daños 

continuados. Véase Meléndez González et al. v. M. Cuebas, supra, pág. 

118. 

Ahora bien, estamos convencidos de que no se derivan acciones 

u omisiones culposas ni negligentes, que hayan transgredido la 

dignidad, intimidad o integridad de los demandantes-recurridos, en 

cuanto a lo siguiente: (1) de las aseveraciones fácticas incontrovertidas, 

relacionadas con la discreción institucional del cierre de Radio 

Universidad durante los sucesos huelguistas; (2) de las decisiones 
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inmanentes a la política editorial de la emisora, sobre la programación 

y contenido del materia; y (3) de aquellas determinaciones razonables y 

vinculadas con el devenir normal de la gerencia de los recursos 

humanos, tales como itinerarios y evaluaciones de desempeño. 

Precisamente, la doctrina de inmunidad condicional, antes aludida, exime 

a los demandados-peticionarios de responder en su carácter oficial o 

personal por ejercer su discreción y adoptar decisiones como las de 

cerrar la emisora o limitar las operaciones de Radio Universidad durante 

la huelga de estudiantes, por cancelar o impulsar programación, por 

asignar o rechazar contenidos temáticos, establecer evaluaciones 

semestrales, etc. Por lo dicho, entendemos que las controversias del 

caso deben adherirse a los hechos medulares contradictorios, no 

susceptibles al dictamen sumario, que se relacionen estrictamente 

con las conductas imputadas que se alega vulneraron la intimidad 

personal o familiar, dignidad como ser humano o integridad personal 

del Sr. Morales y de la Sra. Ramos.  

En fin, un examen desapasionado del voluminoso expediente 

revela que determinadas alegaciones sobre la causa de acción, las cuales 

constituyen hechos esenciales, están en controversia, debido a las 

versiones opuestas y contradictorias de los litigantes. Básicamente, 

podemos resumir que los demandantes-recurridos reclaman que sufrieron 

transgresiones a su dignidad e integridad personal, presuntamente 

causados por una multiplicidad de actos y omisiones de los demandados-

peticionarios, y configuraron una causa de acción por daños continuados. 

Por el contrario, estos últimos conciben que las acciones imputadas son 

inherentes al desempeño normal en el escenario laboral; y que el Sr. 

Morales y la Sra. Ramos se resistieron a las decisiones gerenciales y se 

rebelaron contra la personalidad y los estilos de supervisión 

implementados por la Sra. Zabala y la Sra. Acevedo, durante el periodo 

en cuestión. Evidentemente, con estas versiones excluyentes entre sí, 

el TPI no contaba con la verdad de todos los hechos para la 
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resolución sumaria del pleito y, en el ejercicio de su discreción judicial, 

decidió denegar las mociones de sentencia sumaria presentadas por los 

demandados- peticionarios. Como parte de su examen, el TPI consignó 

un total de 147 determinaciones de hechos no controvertidos. Sin 

embargo, no desestimó sumariamente la demanda porque concluyó que 

se requería la celebración de un juicio para la resolución en sus méritos 

de las siguientes controversias: 

1. La facultad o autoridad de la Sra. Acevedo para 

supervisar a los demandantes, con relación a su horario 

y asistencias. Así como las razones para realizar el 

cambio de horario de trabajo de los demandantes en el 

año 2012.  

 
2. La causa de los padecimientos de salud de los 

demandantes, por los cuales se vieron obligados a 

ausentarse en varias ocasiones, a partir de julio de 2012.  

 
3. Si la Sra. Acevedo agredió físicamente a la Sra. Ramos. 

En específico, durante el incidente ocurrido el día 12 de 

febrero de 2013. 

 
4. Si los demandantes fueron excluidos o no de talleres 

ofrecidos por la emisora para el personal de redacción. 

 
5. Si la Sra. Zabala recibió alguna comunicación por parte 

de alguno de los demandantes en la que se le reclamara 

por sus actuaciones, alegadamente [sic], constitutivas de 

acoso laboral, previo a la Querella en 1ra etapa. 

 
6. Si la Sra. Acevedo continuó comunicándose o 

interviniendo con los demandantes luego de que, en 

septiembre de 2012, se designara un mediador entre 

ellos. 

 
7. Si los hechos en controversia aquí mencionados en 

conjunto con los hechos no controvertidos y otros hechos 

mencionados en las deposiciones fueron actuaciones 

arbitrarias, irrazonables caprichosas por parte de la Sra. 

Acevedo o si las mismas fueron actuaciones que 

constituyeron gestiones administrativas legítimas. 

 
8. Si la Sra. Zabala toleró y mantuvo un ambiente hostil, en 

violación de la dignidad de los demandantes, según lo 

alegado en la carta de 12 de julio de 2012 dirigida al Sr. 

Santiago.  

 
9. Si todos o alguno de los demandados actuaron 

intencionalmente en contra de los demandantes. 

 
Según mencionamos, en atención a los enunciados expuestos, 

reconocemos la existencia de alegaciones de hechos medulares de 
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naturaleza subjetiva, sobre elementos de intención y propósitos mentales 

que están sujetas a la apreciación de la prueba y a la adjudicación de 

credibilidad que, en su día, haga el TPI como juzgador de hechos. 

Recuérdese que la atribución de los hechos esenciales corresponde al 

Tribunal de Primera Instancia y no al Tribunal de Apelaciones. Por tanto, 

somos del criterio que el pleito no es susceptible de ser resuelto por 

sentencia sumaria. Sin embargo, debemos circunscribir las 

controversias a la causa de acción invocada, al palio de los Artículos 

1802 y 1803 del Código Civil de 1930, supra.  

A la luz de lo anterior, es inmeritorio auscultar la controversia 

número 1, sobre la autoridad de la Sra. Acevedo para supervisar a los 

demandantes-recurridos ni las razones para el cambio de horario. Al 

respecto, según se desprende de las Determinaciones de Hechos 3-1013 

de la Resolución, la Sra. Zabala era la Coordinadora General de la 

Unidad de Radio, Cine y Televisión de la Escuela de Comunicaciones y, a 

su vez, dirigía parcialmente el Departamento de Noticias de Radio 

Universidad. Por su parte, la Sra. Acevedo fue contratada para 

desempeñarse como Productora Ejecutiva del Departamento de Noticias 

de la estación durante el año fiscal 2012-2013. Entre sus funciones se 

encontraba la coordinación de las historias a desarrollarse por los 

reporteros y la supervisión de las tareas de investigación asignadas. 

Tanto el Sr. Morales como la Sra. Ramos laboraban como redactores de 

información en el Departamento de Noticias, por lo que es razonable que 

la Sra. Acevedo ejerciera sobre estos las prerrogativas de sus funciones 

en todo lo relacionado con la coordinación y supervisión de las tareas 

asignadas en el Departamento de Noticias. En cuanto al cambio de 

horarios, según la Determinación de Hechos 63,14 la Sra. Zabala estaba al 

tanto de los mismos. Es importante resaltar que estos cambios no se 

limitaron al Sr. Morales y a la Sra. Ramos, sino que también se 

modificaron los horarios de todos los redactores, de forma escalonada. 

 
13 Apéndice, págs. 11-12.  
14 Apéndice, pág. 22. 
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Ello respondió a las necesidades del Departamento de Noticias, “para que 

pueda cumplirse con la logística de que nunca se quede sola el área de 

trabajo”,15 y decididamente no estuvieron relacionados con el alegado 

patrón de ambiente hostil imputado. Las objeciones de los demandantes-

recurridos a los horarios establecidos se basaron en asuntos 

estrictamente personales. Así surge de las determinaciones 69 y 7016 de 

la Resolución impugnada y del Anejo 43.17 

En cuanto a la controversia número 5, de las Determinaciones de 

Hechos 66-67, 105 de la Resolución y del Anejo 7818  se sabe que, antes 

de incoar la Querella en 1ra Etapa el 26 de octubre de 2012,19 la Sra. 

Zabala recibió una comunicación, fechada el 30 de julio de 2012, del 

licenciado Arturo Ríos Escribano, Asesor Legal de la Hermandad de 

Empleados Exentos No Docentes a la que están adscritos el Sr. Morales 

y la Sra. Ramos. Si bien no se mencionan a los demandantes-recurridos 

ni ningún evento en particular que los involucre, en la misiva se le reclamó 

de forma general a la Sra. Zabala su conducta presuntamente constitutiva 

de acoso laboral. Asimismo, días antes, el 12 de julio de 2012, los 

demandantes-recurridos, entre otros, suscribieron otra comunicación, 

dirigida al señor Jorge Santiago Pintor (Sr. Santiago), Director Interino de 

la Escuela de Comunicaciones, con quejas similares.20 Estos hechos 

también fueron recogidos en los acápites 101 y 102 de la Relación 

conjunta de hechos que no están en controversia y el Sr. Morales y la 

Sra. Ramos consintieron que no estaban en controversia.21 Por ende, 

tomando en cuenta que estas comunicaciones de julio precedieron a la 

Querella instada en octubre, es innecesario dirimir esa controversia en su 

fondo. 

En relación con la controversia número 6, acerca de si la Sra. 

Acevedo continuó comunicándose o interviniendo con los demandantes 

 
15 Apéndice, pág. 2029. 
16 Apéndice, págs. 23-24. 
17 Apéndice, págs. 2028-2029. 
18 Apéndice, págs. 23, 29, 2334-2336. 
19 Apéndice, págs. 2402-2403. 
20 Apéndice, págs. 2331-2333. 
21 Refiérase al Apéndice, págs. 99 y 2687. 
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luego que se designara un mediador, en referencia al Sr. Santiago, las 

Determinaciones de Hechos 86 y 8722 de la Resolución responden la 

interrogante en la negativa. Allí el TPI expresó que, el 7 de septiembre de 

2012, se reunieron el Sr. Morales, la Sra. Ramos y el Sr. Santiago, entre 

otros, para atender la comunicación, ya aludida, que estos le cursaron. A 

renglón seguido se afirmó que “los demandantes no volvieron a tener 

contacto físico con la Sra. Acevedo ni con la Sra. Zabala, y se designó al 

Sr. Santiago como mediador”23 entre los demandantes-recurridos, la Sra. 

Zabala y la Sra. Acevedo. Claro está, la referida mediación se 

circunscribía estrictamente a la ejecución laboral,24 y excluía la 

intervención con cualquier de los alegados eventos ajenos al ámbito del 

trabajo, que los demandantes-recurridos alegan quebrantaron su 

dignidad. 

Reiteramos la distinción de cualquier interacción consustancial 

al funcionamiento ordinario de Radio Universidad, que excluimos de 

la reclamación civil, siempre que se trate de una cuestión 

discrecional razonable, de aquellas incidencias relacionadas con la 

conducta que los demandantes-recurridos alegan que afectó su dignidad 

e integridad personal, tales como el alegado trato desigual, exclusión, 

ostracismo, gritos, burlas y epítetos. Precisamente, las controversias 3 y 

4 son parte del patrón de conducta imputado.25 Estas alegaciones en 

conjunto serán atendidas en el juicio y estarán supeditadas a la prueba 

que los litigantes presenten en favor de sus respectivas posturas y a la 

eventual adjudicación de credibilidad del TPI. 

Conforme lo esbozado, los demandantes-recurridos invocan una 

causa de acción por los alegados daños continuados a su dignidad e 

 
22 Apéndice, pág. 26. 
23 Apéndice, pág. 26.  
24 Véase Apéndice, págs. 2498-2499. 
25 En relación con la controversia número 3 cabe señalar que, en la Querella en 2da 
Etapa del 19 de febrero de 2013, cuando la Sra. Ramos dio su versión del incidente del 
12 de febrero de 2013, esta no lo calificó como agresión, sino que indicó que, de manera 
hostil e intencional, la Sra. Acevedo rozó su brazo, como parte del patrón de acoso 
imputado. De igual forma lo narra en su bitácora. Véase Apéndice, págs. 2126 y 2440-
2441. No obstante, en eventos posteriores, la Sra. Ramos alude al incidente como 
agresión. Por ejemplo, en el acápite número 71 de la Segunda Demanda Enmendada, 
donde se alegó que "[e]n una ocasión Acevedo agredió a la demandante”. Apéndice, 
pág. 69. 
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integridad personal al amparo de los Artículos 1802 y 1803 del Código 

Civil de 1930, supra, presuntamente causados por las acciones y 

omisiones de los demandados-peticionarios. En armonía con el marco 

doctrinal aplicable, para prevalecer, el Sr. Morales y la Sra. Ramos tienen 

a su haber el peso probatorio de demostrar sus alegaciones por 

preponderancia de la prueba, así como el daño sufrido y el nexo causal 

requerido en el ordenamiento jurídico. Por lo dicho, somos de la opinión 

que las controversias números 2, 7, 8 y 9 meramente versan sobre los 

elementos comprendidos en el Artículo 1802 del Código Civil de 1930, 

supra: acción u omisión, daño y nexo causal.  

A estos efectos, acogemos en su totalidad las Determinaciones de 

Hechos consignadas en la Resolución y delimitamos las controversias a 

las siguientes: 

1. si incurrió o no la Sra. Zabala en conducta torticera, 

ajena a los intereses legítimos de Radio Universidad y al 

funcionamiento ordenado del trabajo, que vulneró la 

intimidad, dignidad o integridad personal o familiar 

de la Sra. Ramos o del Sr. Morales, y si fue este 

proceder la causa adecuada de sus angustias 

mentales profundas; 

 
2. si incurrió o no la Sra. Acevedo en conducta torticera, 

ajena a los intereses legítimos de Radio Universidad y al 

funcionamiento ordenado del trabajo, que vulneró la 

intimidad, dignidad o integridad personal o familiar 

de la Sra. Ramos o del Sr. Morales, y si fue este 

proceder la causa adecuada de sus angustias 

mentales profundas; 

 
3. si, en la afirmativa del enunciado 1, 2 o ambos, estos 

actos culposos u omisiones negligentes se 

manifestaron ininterrumpidamente y, en conjunto, 

conformaron un daño continuado no prescrito; y 

 
4. si, en la afirmativa de los enunciados 1, 2 o ambos y 3, 

responde vicariamente la UPR o empleó la diligencia 

de un buen padre de familia para evitar el daño. 

 
IV 

Por los fundamentos expuestos, expedimos el auto de certiorari 

solicitado y modificamos la Resolución recurrida, a los fines de delimitar 

las controversias como sigue: 
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1. si incurrió o no la Sra. Zabala en conducta torticera, 

ajena a los intereses legítimos de Radio Universidad y al 

funcionamiento ordenado del trabajo, que vulneró la 

intimidad, dignidad o integridad personal o familiar 

de la Sra. Ramos o del Sr. Morales, y si fue este 

proceder la causa adecuada de sus angustias 

mentales profundas; 

 

2. si incurrió o no la Sra. Acevedo en conducta torticera, 

ajena a los intereses legítimos de Radio Universidad y al 

funcionamiento ordenado del trabajo, que vulneró la 

intimidad, dignidad o integridad personal o familiar 

de la Sra. Ramos o del Sr. Morales, y si fue este 

proceder la causa adecuada de sus angustias 

mentales profundas; 

 

3. si, en la afirmativa del enunciado 1, 2 o ambos, estos 

actos culposos u omisiones negligentes se 

manifestaron ininterrumpidamente y, en conjunto, 

conformaron un daño continuado no prescrito; y 

 
4. si, en la afirmativa de los enunciados 1, 2 o ambos y 3, 

responde vicariamente la UPR o empleó la diligencia 

de un buen padre de familia para evitar el daño. 

 

Así modificada, se confirma la Resolución recurrida y se 

devuelve el caso ante la consideración del Tribunal de Primera Instancia, 

Sala de San Juan, para la continuación de los procedimientos.  

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. La Juez Lebrón Nieves disiente sin opinión 

escrita.  Expediría, revocaría y desestimaría la demanda en su totalidad 

por la vía sumaria. 

 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


